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¿Cómo afecta el requisito de 
remuneración a la exención en 
estructuras holding?

La Dirección General de Tributos, en consulta vinculante, analiza el cumplimiento del 
requisito de la “principal fuente de renta” exigido para la aplicación de la exención en 
el Impuesto sobre el Patrimonio de las participaciones en entidades cuando, durante 
el ejercicio, se constituye una sociedad holding y las funciones directivas pasan de las 
sociedades operativas a la nueva cabecera.

Supuesto analizado

Dos socios, titulares al 50% de cuatro sociedades operativas y sin vínculo de 
parentesco entre sí, ejercían funciones de dirección en dichas entidades percibiendo 
remuneraciones que cumplían los requisitos establecidos en el artículo 4. Ocho. Dos de 
la Ley del Impuesto sobre el Patrimonio. En agosto de 2025 constituyen una sociedad 
holding a la que aportan sus participaciones en las sociedades operativas, pasando a 
ejercer exclusivamente las funciones directivas en la nueva sociedad cabecera.

La cuestión planteada consiste en determinar si, en el ejercicio de constitución del 
holding, la remuneración percibida de esta última puede considerarse superior al 50% 
de los rendimientos empresariales, profesionales y del trabajo personal, teniendo en 
cuenta que durante parte del año los administradores percibieron remuneraciones de 
las sociedades operativas.

 Criterio de la DGT

La DGT recuerda que, para disfrutar de la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio, 
el sujeto pasivo debe ejercer efectivamente funciones de dirección en la entidad y 
percibir por ello una remuneración que represente más del 50% de la totalidad de sus 
rendimientos empresariales, profesionales y del trabajo personal.

Asimismo, señala que el artículo 5.2 del Real Decreto 1704/1999 establece que, cuando 
una persona participa en varias entidades y ejerce funciones directivas en todas ellas, 
las remuneraciones obtenidas en unas no deben computarse para verificar el requisito 
respecto de las otras.

Partiendo de este criterio, la Administración extiende dicha interpretación a los 
supuestos en los que el desempeño de funciones directivas no es simultáneo sino 
sucesivo, como consecuencia de una operación de reestructuración empresarial 
realizada sin solución de continuidad.
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Conclusión

La consulta concluye que, en el ejercicio en que se constituye la sociedad holding, 
las remuneraciones percibidas previamente de las sociedades participadas no deben 
computarse para verificar el cumplimiento del requisito de remuneración exigido 
respecto de la holding. En consecuencia, a efectos exclusivos de la exención en el 
Impuesto sobre el Patrimonio, se excluirán del cálculo las retribuciones obtenidas en 
las sociedades operativas antes de la reestructuración.

Relevancia práctica

Este criterio favorece la neutralidad fiscal de las operaciones de reorganización 
empresarial, evitando que la constitución de una sociedad holding pueda provocar, 
durante el ejercicio de transición, la pérdida de la exención en el Impuesto sobre el 
Patrimonio por el mero hecho de que las funciones directivas y sus correspondientes 
remuneraciones hayan sido percibidas sucesivamente en distintas entidades del grupo.

Si tienes alguna duda, no lo dudes

CONSÚLTANOS

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Tienen derecho a deducción en IVA 
las atenciones a empleados?

El Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) realiza un amplio análisis sobre la 
deducibilidad del IVA soportado en distintos tipos de gastos empresariales, reforzando 
un criterio especialmente estricto respecto al requisito de afectación directa a la 
actividad económica. La resolución examina la cesión de vehículos a empleados, los 
contratos de patrocinio, los gastos destinados al bienestar de la plantilla y la entrega 
de material publicitario a clientes.

Cesión de vehículos a empleados

En relación con los vehículos cedidos a empleados, el TEAC recuerda que corresponde 
al contribuyente acreditar de forma efectiva su utilización empresarial. La mera 
posibilidad de uso profesional o la existencia de funciones directivas no son suficientes 
para justificar la deducción del IVA soportado.

Respecto a los vehículos cedidos gratuitamente a directivos sin funciones comerciales, 
el Tribunal concluye que la entidad no logró acreditar una afectación real a la actividad 
empresarial, por lo que confirma la improcedencia de la deducción. Asimismo, rechaza 
que el denominado criterio de disponibilidad del vehículo durante la jornada laboral 
constituya prueba suficiente del uso profesional.

Cuando la cesión se realiza de forma onerosa, el TEAC considera que existe una 
prestación de servicios sujeta a IVA. En consecuencia, la empresa debe repercutir 
el impuesto correspondiente, calculando la base imponible conforme al valor de 
mercado, tomando como referencia el coste del renting atribuible al uso privado del 
vehículo.

En los supuestos de uso mixto por empleados con funciones comerciales, el Tribunal 
reafirma la aplicación de la presunción legal de afectación del 50% a la actividad 
empresarial. La Administración no puede reducir dicho porcentaje basándose 
únicamente en criterios de disponibilidad horaria, sino que debe acreditar el grado 
real de utilización privada para desvirtuar la presunción legal.

Contratos de patrocinio y gastos promocionales

La resolución también analiza los gastos derivados de contratos de patrocinio suscritos 
con entidades deportivas y organizadores de eventos, que incluían entradas, palcos, 
“merchandising” y otros derechos asociados a espectáculos.

El TEAC confirma la negativa a la deducción del IVA soportado al considerar que estos 
gastos tienen naturaleza recreativa o constituyen atenciones a clientes y terceros. 
Aunque la entidad alegaba que contribuían a la promoción comercial y al incremento 
de ventas, el Tribunal entiende que no se acreditó una relación directa e inmediata 
entre dichos gastos y la obtención de ingresos sujetos a IVA.
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Gastos de restauración, bienestar y actividades para empleados

Uno de los aspectos más relevantes de la resolución se refiere a los gastos asumidos 
por la empresa en beneficio de sus trabajadores, tales como servicios de restauración, 
gimnasios, programas de bienestar, actividades deportivas, entrenamientos, carreras 
populares o cestas de Navidad.

La entidad defendía que estos gastos favorecen la motivación, la productividad y la 
eficiencia de la plantilla, por lo que deberían considerarse vinculados a la actividad 
económica. Sin embargo, el TEAC rechaza esta argumentación y subraya que, a 
efectos del IVA, la deducción exige una relación directa e inmediata entre el gasto y 
las operaciones sujetas al impuesto.

Según el Tribunal, estos desembolsos:

•	 No forman parte del proceso productivo de la empresa.

•	 No constituyen insumos necesarios para la obtención de ingresos sujetos a IVA.

•	 Tienen como finalidad principal atender necesidades personales o de bienestar de 
los empleados.

Por ello, se califican como atenciones a empleados o terceros incluidas en las 
limitaciones del artículo 96. Uno de la Ley del IVA, quedando excluido el derecho a 
deducir las cuotas soportadas. El TEAC enfatiza que la mejora del clima laboral o de la 
productividad, aunque pueda generar beneficios empresariales indirectos, no altera la 
naturaleza del gasto ni permite apreciar la afectación directa exigida por la normativa.

Material publicitario (PLV)

La resolución distingue entre el material publicitario de pequeño formato y el mobiliario 
promocional de mayor tamaño.

En el caso de vasos, servilletas, abridores y otros elementos similares, el Tribunal 
considera que poseen valor comercial propio y satisfacen necesidades del 
establecimiento receptor, por lo que no pueden calificarse como objetos publicitarios 
de escaso valor. En consecuencia, su entrega constituye una atención a clientes que 
impide la deducción del IVA soportado.

Respecto al mobiliario de hostelería —mesas, sillas o sombrillas—, el TEAC concluye 
que no existe una relación indisociable con la venta de productos ni se acredita 
una contraprestación efectiva. Por ello, la cesión se considera gratuita y constituye 
igualmente una atención a clientes, sin derecho a deducción del IVA soportado.
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¿TE PODEMOS AYUDAR?

Conclusión

La resolución refuerza una interpretación restrictiva del derecho a deducir el IVA, exigiendo 
una acreditación rigurosa de la afectación directa y efectiva de los bienes y servicios a la 
actividad empresarial. El TEAC niega la deducción en aquellos gastos vinculados al bienestar 
de los empleados, actividades recreativas, patrocinios o atenciones a clientes cuando no 
exista una conexión inmediata con operaciones sujetas al impuesto, consolidando así una 
doctrina de gran relevancia para la gestión fiscal de las empresas.

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Qué efectos tienen en el IVA la 
anulación de descuentos comerciales 
y las facturas rectificativas?
La Dirección General de Tributos en Consulta Vinculante V0226-26, de 4 de febrero, 
analiza las consecuencias en el IVA derivadas de la anulación de descuentos comerciales 
previamente concedidos por un proveedor tras un procedimiento de comprobación 
tributaria, así como el tratamiento de determinadas autofacturas emitidas en virtud de 
un contrato de exclusividad.

Antecedentes

La entidad consultante recibió inicialmente descuentos comerciales de un proveedor, 
lo que redujo la base imponible de las operaciones y, en consecuencia, las cuotas 
de IVA soportadas deducibles. Posteriormente, tras una comprobación realizada 
al proveedor, dichos descuentos fueron anulados mediante la emisión de facturas 
rectificativas. Asimismo, el proveedor emitió autofacturas para documentar pagos 
realizados a la consultante derivados de un contrato de exclusividad. Aunque estos 
documentos fueron emitidos en el último trimestre de 2024, la consultante los recibió 
durante 2025.

 Criterio de la DGT

1.	 Efectos de la anulación de descuentos comerciales

La anulación de los descuentos supone una modificación al alza de la base imponible 
del IVA, conforme al artículo 80.Dos de la Ley del IVA. Como consecuencia, aumentan 
las cuotas de IVA soportadas por el destinatario de las operaciones. Esta modificación 
debe documentarse mediante la correspondiente factura rectificativa emitida por el 
proveedor.

La DGT concluye que el destinatario podrá incrementar las cuotas deducibles en la 
autoliquidación correspondiente al período en que reciba la factura rectificativa o en 
cualquiera de los períodos posteriores, siempre que no hayan transcurrido cuatro años 
desde la fecha en que se produjo la circunstancia que originó la modificación de la 
base imponible.

2.	 Tratamiento de las autofacturas derivadas del contrato de exclusividad

Respecto de las autofacturas emitidas por el destinatario para documentar pagos 
efectuados en virtud de un contrato de exclusividad, la DGT recuerda que el elemento 
determinante para declarar el IVA no es la fecha de emisión de la factura, sino el 
momento del devengo de la operación.
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Por ello, las autoliquidaciones deberán rectificarse en los períodos en que efectivamente 
se produjo el devengo del impuesto —ya sea por la prestación del servicio o por 
la percepción de pagos anticipados—, aunque las facturas hayan sido emitidas con 
posterioridad como consecuencia de una actuación inspectora.

3.	 Repercusión tardía del IVA y derecho a la deducción

La normativa establece que la repercusión del IVA debe efectuarse mediante factura y 
dentro del plazo de un año desde el devengo. Transcurrido dicho plazo, en principio 
se pierde el derecho a repercutir las cuotas. No obstante, la doctrina del TEAC y la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo admiten la repercusión fuera de plazo cuando el 
destinatario acepta expresamente soportar el impuesto.

En el supuesto analizado, al haber sido el propio destinatario quien emitió las 
autofacturas incluyendo el IVA, la DGT entiende que existe una aceptación voluntaria 
de la repercusión. En consecuencia, las cuotas soportadas podrán ser objeto de 
deducción conforme al régimen general del impuesto.

Conclusión

La DGT concluye que la recepción en 2025 de facturas rectificativas que anulan 
descuentos previamente concedidos permite al destinatario incrementar sus 
deducciones de IVA en el período de recepción o en los siguientes, dentro del 
plazo legal de cuatro años. Por otro lado, las operaciones documentadas mediante 
autofacturas deben declararse en los períodos en que se produjo el devengo efectivo 
del impuesto, con independencia de cuándo se emitieran los documentos. Además, 
la aceptación expresa de la repercusión del IVA por parte del destinatario legitima la 
deducción de las cuotas soportadas aun cuando la repercusión se hubiera efectuado 
fuera del plazo ordinario de un año.

CONTACTA CON NOSOTROS

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Ingresar en una cuenta común el 
dinero obtenido por la venta de un 
bien privativo puede considerarse una 
donación?
La Dirección General de Tributos, analiza si el ingreso en una cuenta bancaria 
compartida del importe obtenido por la venta de un inmueble privativo de uno de los 
cónyuges supone, por sí mismo, una donación al otro cotitular de la cuenta.

Criterio de la DGT

La DGT concluye que el simple ingreso de dinero privativo en una cuenta bancaria 
de titularidad compartida no implica necesariamente la existencia de una donación, 
siempre que no concurran los elementos esenciales que configuran este negocio 
jurídico.

Requisitos para que exista una donación

De acuerdo con la Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones y el Código Civil, 
para que exista una donación deben concurrir los siguientes elementos:

•	 Empobrecimiento del donante.

•	 Enriquecimiento del donatario.

•	 Intención de liberalidad (“animus donandi”).

•	 Aceptación por parte del beneficiario.

•	 Cumplimiento de las formalidades exigidas legalmente.

La ausencia de cualquiera de estos requisitos impide considerar que existe una 
donación sujeta al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Titularidad de la cuenta y propiedad de los fondos

La consulta recuerda la consolidada doctrina del Tribunal Supremo sobre las cuentas 
bancarias indistintas o solidarias:

•	 La cotitularidad de una cuenta bancaria otorga facultades de disposición frente a 
la entidad financiera.

•	 Sin embargo, no determina por sí sola la copropiedad de los fondos depositados.

•	 La propiedad del dinero corresponde a quien haya aportado efectivamente los 
fondos, salvo prueba en contrario.

•	 La existencia de varios titulares no genera automáticamente un condominio ni una 
atribución por mitades del saldo existente.
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Por tanto, el hecho de que ambos cónyuges figuren como titulares de la cuenta 
únicamente implica que ambos pueden operar sobre ella, pero no que el dinero 
pertenezca a ambos en iguales proporciones.

Importancia de la prueba

La DGT destaca que la determinación de si existe o no una transmisión lucrativa 
constituye una cuestión de hecho que deberá acreditarse mediante pruebas suficientes. 
Corresponderá a la Administración tributaria competente valorar las circunstancias 
concretas y la documentación aportada por los interesados.

Conclusión

El ingreso en una cuenta común del dinero procedente de la venta de un bien privativo 
de uno de los cónyuges no supone automáticamente una donación al otro titular de la 
cuenta. La cotitularidad bancaria únicamente confiere facultades de disposición sobre 
los fondos, pero no altera por sí misma la titularidad real del dinero. Solo si se acredita 
una voluntad de transmisión gratuita y concurren los restantes requisitos legales 
podría apreciarse la existencia de una donación sujeta al Impuesto sobre Sucesiones 
y Donaciones.

Interés fiscal: La consulta refuerza la doctrina administrativa y jurisprudencial según 
la cual la titularidad formal de una cuenta bancaria no prevalece sobre la titularidad 
material de los fondos, evitando que el mero ingreso de dinero privativo en cuentas 
compartidas genere automáticamente obligaciones tributarias por donación.

No le des mas vueltas, en Llana Consultores contamos con 
especialistas que te pueden ayudar

LLÁMANOS

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Se transmite a los herederos la 
responsabilidad subsidiaria tributaria 
tras el fallecimiento del responsable?
El TEAC analiza la posibilidad de transmitir a los herederos de una persona física 
las deudas derivadas de un acuerdo de declaración de responsabilidad subsidiaria 
cuando el responsable fallece.

Antecedentes

La Resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC) de 30 de abril 
de 2026  analiza si las obligaciones derivadas de una declaración de responsabilidad 
subsidiaria del artículo 43.1.a) de la Ley General Tributaria pueden transmitirse a los 
herederos del responsable fallecido.

En el caso examinado, un administrador había sido declarado responsable subsidiario 
de deudas tributarias y sanciones de una sociedad. Tras su fallecimiento, la AEAT anuló 
las sanciones incluidas en el acuerdo de derivación, pero mantuvo la exigencia de las 
liquidaciones tributarias a los herederos.

Criterio del TEAC

El TEAC estima la reclamación y concluye que ni las sanciones ni las liquidaciones 
incluidas en el alcance de una responsabilidad subsidiaria del artículo 43.1.a) LGT 
pueden transmitirse mortis causa a los herederos del responsable.

La resolución se fundamenta en la reciente doctrina del Tribunal Supremo, que ha 
confirmado la naturaleza sancionadora de la responsabilidad subsidiaria prevista para 
administradores en el artículo 43.1.a) LGT. Esta calificación implica la aplicación de los 
principios propios del derecho sancionador, entre ellos:

•	 El principio de presunción de inocencia.

•	 La prohibición de responsabilidad objetiva.

•	 El principio de personalidad de la sanción.

•	 La prohibición de invertir la carga de la prueba en perjuicio del responsable.

•	 Fundamentación jurídica

El TEAC recuerda que los artículos 39, 182, 189 y 190 de la LGT establecen la 
intransmisibilidad de las sanciones tributarias y la extinción de la responsabilidad 
sancionadora por fallecimiento del infractor. Asimismo, invoca la doctrina constitucional 
sobre el principio de personalidad de la pena, aplicable también al ámbito sancionador 
tributario.
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PONTE EN CONTACTO CON NOSOTROS

Aunque el artículo 39.1 LGT permite, con carácter general, la transmisión a los sucesores 
de la obligación del responsable cuando el acuerdo de derivación ha sido notificado 
antes de su fallecimiento, el TEAC entiende que dicha regla debe ceder cuando la 
responsabilidad tenga naturaleza sancionadora.

Doctrina de interés

La resolución fija un criterio especialmente relevante para los procedimientos de 
derivación de responsabilidad a administradores:

La muerte del responsable extingue la responsabilidad derivada del artículo 43.1.a) 
LGT y excluye su transmisión a herederos y legatarios, incluso cuando el acuerdo de 
derivación hubiera sido notificado antes del fallecimiento.

Además, el TEAC aclara que la intransmisibilidad alcanza no solo a las sanciones 
expresamente incluidas en el acuerdo, sino también a las liquidaciones tributarias 
integradas en el alcance de una responsabilidad cuya naturaleza es esencialmente 
sancionadora.

Conclusión

El TEAC consolida la aplicación del principio de personalidad de la sanción en el ámbito 
de la responsabilidad subsidiaria de administradores prevista en el artículo 43.1.a) LGT. 
Como consecuencia, el fallecimiento del responsable impide exigir a sus sucesores 
tanto las sanciones como las liquidaciones derivadas del acuerdo de responsabilidad, 
reforzando las garantías propias del derecho sancionador tributario.

Que no te agobien estos trámites

https://llanaconsultores.com/contacto/


Fi
sc

al

Fi
sc

al
LLANA CONSULTORES / HILO EMPRESARIAL / JULIO 2026 / ACTUALIDAD FISCAL 15

¿Pueden quedar exentos en el 
Impuesto sobre el Patrimonio 
los saldos líquidos afectos a una 
actividad económica?

La Dirección General de Tributos analiza si los saldos líquidos y recursos financieros 
mantenidos por un empresario individual dedicado a la intermediación en la compra 
de espacios publicitarios digitales pueden considerarse bienes afectos a su actividad 
económica y, por tanto, beneficiarse de la exención prevista en el Impuesto sobre el 
Patrimonio (IP) y en el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas 
(ITSGF).

Supuesto analizado

El consultante desarrolla de forma habitual, personal y directa una actividad económica 
consistente en la adquisición anticipada de espacios publicitarios digitales para su 
posterior utilización en campañas de clientes. Para financiar esta operativa mantiene 
elevados saldos líquidos en cuentas bancarias y dispone de determinados recursos 
financieros destinados al funcionamiento del negocio.

Criterio de la DGT

La DGT recuerda que la exención del artículo 4. Ocho. Uno de la Ley del Impuesto 
sobre el Patrimonio se aplica a los bienes y derechos necesarios para el desarrollo 
de una actividad económica ejercida de forma habitual, personal y directa por el 
contribuyente. Para determinar qué elementos se consideran afectos debe acudirse a 
las reglas del IRPF, concretamente al artículo 29 de la LIRPF.

En este sentido, la normativa excluye expresamente de la consideración de elementos 
afectos los activos representativos de la cesión de capitales a terceros.

Por ello, los recursos financieros titularidad del empresario no pueden calificarse como 
bienes afectos a la actividad económica, aun cuando estén vinculados a su gestión 
empresarial. En consecuencia, dichos recursos no pueden acogerse a la exención del 
IP ni, por remisión normativa, a la del ITSGF.

Tratamiento de los saldos bancarios

La consulta distingue entre los recursos financieros y los saldos líquidos mantenidos 
en cuentas corrientes. Respecto de estos últimos, la DGT se remite a la doctrina 
del TEAC, según la cual las cuentas bancarias pueden considerarse afectas cuando 
resulten realmente necesarias para el desarrollo de la actividad económica. Para ello 
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debe analizarse si los saldos y movimientos responden a las necesidades ordinarias del 
negocio y guardan proporción con las necesidades de circulante.

Solo el exceso sobre dichas necesidades podrá calificarse como tesorería ociosa, 
quedando excluido del beneficio fiscal. La determinación concreta de esta circunstancia 
constituye una cuestión de hecho que deberá ser valorada por los órganos de 
comprobación e inspección de la Administración tributaria atendiendo al volumen 
de operaciones, la naturaleza de la actividad y el resto de parámetros económico-
financieros del negocio.

Conclusión

La DGT concluye que los recursos financieros representativos de la cesión de capitales 
a terceros no constituyen elementos afectos a una actividad económica y, por tanto, no 
pueden disfrutar de la exención en el Impuesto sobre el Patrimonio ni en el ITSGF. No 
obstante, los saldos líquidos mantenidos en cuentas bancarias sí podrán considerarse 
afectos cuando se acredite su necesidad para el funcionamiento ordinario de la 
actividad, debiendo analizarse en cada caso concreto si responden a necesidades 
reales de circulante o constituyen tesorería excedentaria.

LLÁMANOS

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Cuándo puede entenderse producida 
una renuncia tácita a la exención de 
IVA en operaciones inmobiliarias?
El Tribunal Económico-Administrativo Central (TEAC), analiza la tributación de 
una compraventa inmobiliaria en la que las partes consideraron que la transmisión 
constituía una primera entrega de edificación rehabilitada y, por tanto, estaba sujeta y 
no exenta de IVA.

Antecedentes

La controversia surge tras la adquisición de un edificio y varios locales por una entidad 
mercantil, operación en la que el vendedor repercutió IVA al considerar que las 
obras realizadas previamente tenían la consideración de rehabilitación integral. La 
Administración autonómica, tras un procedimiento de comprobación, concluyó que 
dichas obras no cumplían los requisitos exigidos por el artículo 20. Uno.22º de la Ley 
del IVA para ser calificadas como rehabilitación, por lo que entendió que la transmisión 
constituía una segunda entrega de edificación exenta de IVA y, en consecuencia, sujeta 
a la modalidad de Transmisiones Patrimoniales Onerosas (TPO) del ITPAJD.

Criterio del TEAC sobre las obras de rehabilitación

El Tribunal recuerda que para que unas obras tengan la consideración de rehabilitación 
deben cumplirse simultáneamente dos requisitos:

•	 Un requisito cualitativo: que más del 50% del coste total del proyecto corresponda a 
obras estructurales, de fachada, cubierta o a obras análogas o conexas legalmente 
definidas.

•	 Un requisito cuantitativo: que el coste total de las obras supere determinados 
porcentajes respecto del valor del inmueble.

Tras analizar la documentación técnica y los informes incorporados al expediente, el 
TEAC concluye que las partidas correspondientes a instalaciones, divisiones interiores, 
falsos techos, pavimentos, revestimientos y otros trabajos similares no pueden 
calificarse como obras estructurales ni análogas. Asimismo, señala que determinadas 
obras conexas tampoco permiten alcanzar el umbral exigido por la norma. Como 
resultado, las obras estructurales y análogas no superan el 50% del coste total del 
proyecto, por lo que no existe rehabilitación a efectos del IVA.

En consecuencia, la transmisión debe calificarse como una segunda entrega de 
edificación, sujeta, pero exenta de IVA.
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La relevancia de la renuncia tácita a la exención

Pese a lo anterior, el Tribunal analiza si la operación podía quedar gravada por IVA 
mediante la renuncia a la exención prevista en el artículo 20.Dos de la Ley del IVA.

Apoyándose en la doctrina consolidada del Tribunal Supremo y en resoluciones 
previas del propio TEAC, concluye que la renuncia puede producirse de forma tácita 
cuando quede acreditada de forma inequívoca la voluntad de las partes de someter 
la operación al IVA.

No resulta imprescindible una manifestación formal y expresa de renuncia si de 
la escritura pública y de la conducta de las partes se desprende claramente dicha 
intención.

En el caso analizado concurrían circunstancias determinantes:

•	 La escritura de compraventa reflejaba expresamente que la operación se 
consideraba sujeta a IVA.

•	 El vendedor repercutió la cuota correspondiente.

•	 El adquirente tenía la condición de empresario con derecho a deducción del 
impuesto soportado.

Para el TEAC, estos elementos evidencian una renuncia tácita válida a la exención, 
incluso aunque las partes hubieran fundamentado inicialmente la sujeción al IVA en la 
existencia de una supuesta rehabilitación que finalmente no se acreditó.

 

Consecuencias prácticas

La resolución concluye que la operación quedó efectivamente sujeta y no exenta de 
IVA por aplicación de la renuncia tácita a la exención. Por ello, no procedía exigir TPO 
por el ITPAJD, anulándose la liquidación girada por la Administración autonómica.

Conclusión

El TEAC refuerza una interpretación antiformalista de la renuncia a la exención en 
las operaciones inmobiliarias sujetas a IVA. La voluntad inequívoca de las partes de 
tributar por este impuesto, acreditada mediante la repercusión del IVA y su reflejo en la 
escritura pública, puede prevalecer incluso cuando posteriormente se determine que 
la transmisión era una segunda entrega de edificación exenta. Esta doctrina aporta 
seguridad jurídica y evita que defectos meramente formales alteren la tributación 
realmente pretendida por las partes.

¿TE PODEMOS AYUDAR?

https://llanaconsultores.com/contacto/
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Calendario fiscal para el mes de julio 
de 2026
HASTA EL 13 DE JULIO
INTRASTAT – Estadística Comercio Intracomunitario

•	 Junio 2026. Obligados a suministrar información estadística.

HASTA EL 20 DE JULIO
Renta y Sociedades

Retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, actividades económicas, 
premios y determinadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta, ETC.

•	 Junio 2026. Grandes empresas: 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230

•	 Segundo trimestre 2026: 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 136, 210, 216

Pagos fraccionados Renta

•	 Segundo trimestre 2026:

	– Estimación directa: 130

	– Estimación objetiva: 131

IVA

•	 Junio 2026. Declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias: 349

•	 Segundo trimestre 2026. Autoliquidación: 303

•	 Segundo trimestre 2026. Declaración-liquidación no periódica: 309

•	 Segundo trimestre 2026. Declaración recapitulativa de operaciones 
intracomunitarias: 349

•	 Segundo trimestre 2026. Operaciones asimiladas a las importaciones: 380

HASTA EL 27 DE JULIO
Impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre la Renta de no Residentes 
(establecimientos permanentes y entidades de rentas constituidas en el 
extranjero con presencia en territorio español)

•	 Declaración anual 2025. Entidades cuyo período impositivo coincida con el año 
natural: 200, 206, 220.

•	 Resto de entidades: en los 25 días naturales siguientes a los seis meses 
posteriores al fin del período impositivo.

Autoliquidación del Impuesto Complementario

•	 Primera autoliquidación: 242
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HASTA EL 30 DE JULIO
IVA

•	 Junio 2026. Autoliquidación: 303

•	 Junio 2026. Grupo de entidades, modelo individual: 322

•	 Junio 2026. Grupo de entidades, modelo agregado: 353

•	 Junio 2026. Operaciones asimiladas a las importaciones: 380

 HASTA EL 31 DE JULIO
Impuesto temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas

•	 Año 2025: 718

Declaración informativa mensual de las operaciones realizadas por los 
empresarios o profesionales adheridos al sistema de gestión de cobros a 
través de cualquier tipo de tarjetas y mediante pagos asociados a números 
de teléfono móvil

•	 Junio 2026: 170

Declaración informativa mensual de cuentas en toda clase de instituciones 
financieras y resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre 
rendimientos del capital mobiliario y rentas obtenidas por la contraprestación 
derivada de cuentas en toda clase de instituciones financieras

•	 Junio 2026: 196
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Calendario fiscal para el mes de 
agosto de 2026
HASTA EL 20 DE AGOSTO
Renta y Sociedades

Retenciones e ingresos a cuenta de rendimientos del trabajo, actividades económicas, 
premios y determinadas ganancias patrimoniales e imputaciones de renta, ETC. Julio 
2026. Grandes empresas: 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230

IVA

Solicitud de devolución por sujetos pasivos en el régimen simplificado del IVA y que 
ejerzan la actividad de transporte de viajeros o de mercancías por carretera, por 
adquirir determinados medios de transporte: 308

HASTA EL 31 DE  AGOSTO
IVA

•	 Julio 2026. Autoliquidación: 303

•	 Julio 2026. Grupo de entidades, modelo individual: 322

•	 Julio 2026. Grupo de entidades, modelo agregado: 353

•	 Julio 2026. Ventanilla única – Régimen de importación: 369

•	 Julio 2026. Operaciones asimiladas a las importaciones: 380

Declaración informativa mensual de las operaciones realizadas por los empresarios 
o profesionales adheridos al sistema de gestión de cobros a través de cualquier 
tipo de tarjetas y mediante pagos asociados a números de teléfono móvil

•	 Julio 2026: 170

Declaración informativa mensual de cuentas en toda clase de instituciones 
financieras y resumen anual de retenciones e ingresos a cuenta sobre rendimientos 
del capital mobiliario y rentas obtenidas por la contraprestación derivada de 
cuentas en toda clase de instituciones financieras

•	 Julio 2026: 196
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¿Puede la Inspección de Trabajo 
acceder sin autorización judicial a 
un centro de trabajo ubicado en el 
domicilio social de la empresa?

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, en sentencia de 14 
de abril de 2026, ha resuelto el recurso de casación, anulando la sentencia del TSJ 
de la Comunidad Valenciana y declara que la entrada practicada por la Inspección de 
Trabajo y la Policía Nacional carecía de fundamento normativo y vulneró el derecho 
fundamental a la inviolabilidad del domicilio del artículo 18.2 de la Constitución (CE).

En el caso analizado, la Inspección de Trabajo, auxiliada por la Policía Nacional, acce-
dió sin autorización judicial a una nave industrial perteneciente a una sociedad mer-
cantil. El inmueble constituía simultáneamente el domicilio social de la empresa y su 
centro de trabajo.

La actuación inspectora estaba relacionada con trabajadores de otra sociedad. Duran-
te la entrada no se practicó registro ni se intervinieron documentos o archivos físicos 
o informáticos.

El TSJ de la Comunidad Valenciana consideró que no se había vulnerado la inviolabi-
lidad del domicilio porque la actuación se había limitado a la zona de trabajo y no se 
había examinado documentación.

Tras el recurso presentado, el Tribunal Supremo debía determinar si la Inspección de 
Trabajo puede entrar, sin consentimiento ni autorización judicial:

•	 En un centro de trabajo no abierto al público que coincide con el domicilio social 
de una sociedad mercantil.

•	 Si la entrada sigue siendo constitucionalmente legítima cuando no se practica re-
gistro ni se aprehenden documentos.

La controversia se centra en la relación entre el artículo 18.2 de la CE y el artículo 13.1 
de la Ley 23/2015, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social. En el cuerpo de la sentencia, el Tribunal Supremo recuerda que las personas ju-
rídicas también son titulares del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, 
aunque con un alcance más limitado que las personas físicas.

En las sociedades mercantiles quedan protegidos los espacios:

•	 En los que se ejerce la dirección de la entidad.

•	 Que resultan indispensables para desarrollar su actividad sin intromisiones exter-
nas.

•	 En los que se custodian documentos, archivos u otros soportes reservados frente 
a terceros.
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El artículo 13.1 de la Ley 23/2015 exige expresamente autorización judicial cuando el 
centro de trabajo coincide con el domicilio de una persona física, pero guarda silencio 
respecto de las personas jurídicas. Para el Tribunal Supremo, ese silencio no excluye 
la protección constitucional: la exigencia de autorización judicial deriva directamente 
del artículo 18.2 de la CE.

Por tanto, la entrada en el domicilio de una persona jurídica requiere, en principio, 
consentimiento válido de su titular o autorización judicial previa.

La Sala rechaza que solo exista vulneración cuando se realiza un registro o se examina 
documentación. El artículo 18.2 CE emplea la expresión «entrada o registro», por lo 
que la garantía constitucional protege frente a ambas actuaciones de forma autóno-
ma. La autorización judicial debe ser previa a la entrada, no solicitarse únicamente 
cuando, una vez dentro, los funcionarios decidan revisar o intervenir archivos.

En consecuencia, la ausencia de registro documental no subsana ni legitima una en-
trada domiciliaria efectuada sin consentimiento ni autorización judicial. Cuando un 
mismo inmueble funciona simultáneamente como domicilio social y centro de trabajo, 
la mera entrada de la Inspección de Trabajo requiere autorización judicial previa.

El Supremo admite una posible excepción, que deberá valorarse según las circunstan-
cias concretas, cuando concurran conjuntamente estas condiciones:

•	 Exista una separación física apreciable entre la zona protegida como domicilio so-
cial u oficinas y la zona destinada exclusivamente a centro de trabajo.

•	 La autoridad informe previamente de que su actuación se limitará únicamente a la 
zona laboral no domiciliaria.

En el caso analizado no se acreditó esa separación ni se comunicó previamente que la 
inspección quedaría limitada a una zona concreta.

Esta sentencia limita las facultades de entrada inmediata de la Inspección de Trabajo 
cuando el centro inspeccionado tiene carácter de domicilio constitucionalmente pro-
tegido.

A partir de esta doctrina:

•	 La condición de centro de trabajo no elimina automáticamente la protección do-
miciliaria.

•	 La autorización judicial puede ser exigible también respecto de sociedades mer-
cantiles.

•	 No basta con alegar que no se revisaron documentos.

•	 La Administración debe delimitar previamente el espacio al que pretende acceder.

•	 Corresponde comprobar si existe una separación física real entre las oficinas pro-
tegidas y las zonas puramente productivas.

La resolución refuerza la necesidad de que las empresas identifiquen y delimiten físi-
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LLÁMANOS

camente las zonas destinadas a dirección, administración y archivo frente a las áreas 
estrictamente productivas o abiertas a la actividad inspectora.

Llana Consultores dispone de expertos asesores laborales

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Es siempre improcedente un 
despido disciplinario si no se concede 
audiencia previa al trabajador?
El TSJ de Cantabria, en sentencia de 30 de enero de 2026, resuelve un recurso de 
suplicación interpuesto por el trabajador, confirmando la sentencia de instancia que 
declaró procedente su despido disciplinario. La resolución ha adquirido relevancia 
porque analiza el alcance del deber de audiencia previa al trabajador antes de un 
despido disciplinario tras la doctrina fijada por el Tribunal Supremo a finales de 2024. 

La controversia surgió a raíz de un despido disciplinario producido el 4 de febrero de 
2025, después de que el Tribunal Supremo hubiera establecido, con carácter general, 
la necesidad de conceder audiencia previa al trabajador conforme al artículo 7 del 
Convenio número 158 de la OIT antes de imponer un despido disciplinario. La cues-
tión principal consistía en determinar si la ausencia de ese trámite convertía automáti-
camente el despido en improcedente.

 Según los hechos descritos en la resolución, un trabajador con funciones comerciales 
descargó 475.163 registros correspondientes a más de 16.000 clientes desde la base 
de datos de la empresa. El sistema detectó la operación como una posible brecha de 
seguridad; la empresa requirió inmediatamente la devolución de los dispositivos utili-
zados y el trabajador reconoció la descarga. Ese mismo día fue despedido sin haberse 
tramitado una audiencia previa formal.

 El tribunal confirma la sentencia de instancia que declaró procedente el despido 
disciplinario del trabajador. Se fundamenta en la valoración conjunta de la prueba 
documental, testifical y el reconocimiento del trabajador, que acreditan la descarga 
masiva no autorizada de datos confidenciales, incumpliendo la buena fe contractual y 
generando un riesgo potencial para la empresa en materia de protección de datos. Se 
rechazan las alegaciones de indefensión y vulneración de derechos procesales, consi-
derando que la ausencia de audiencia previa está justificada por la urgencia y grave-
dad de los hechos.

Esta resolución establece un importante antecedente estableciendo que la exigencia 
de audiencia previa no se interpreta necesariamente como un requisito cuya omisión 
determine siempre la improcedencia del despido.

¿TE PODEMOS AYUDAR?

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Qué cambios introduce la reforma 
de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales?
El Consejo de Ministros aprobó a finales de abril el Anteproyecto de Ley de reforma 
de la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales, una iniciativa que pretende 
adaptar el sistema preventivo español a los cambios producidos en el mundo del 
trabajo durante las últimas décadas. La propuesta constituye la revisión más profunda 
de la normativa preventiva desde su aprobación hace más de treinta años y responde a 
la necesidad de afrontar nuevos riesgos derivados de la transformación tecnológica, los 
cambios demográficos, la organización del trabajo y el impacto del cambio climático.

Uno de los aspectos más destacados de la reforma es la incorporación expresa de la salud 
mental dentro del ámbito de la prevención de riesgos laborales. Aunque los riesgos 
psicosociales ya venían siendo objeto de atención por parte de la jurisprudencia y de 
la Inspección de Trabajo, el anteproyecto los integra de forma explícita en el sistema 
preventivo, reconociendo que los daños derivados del trabajo pueden manifestarse 
no solo en el plano físico, sino también en el emocional, cognitivo o social.

La futura norma también introduce importantes novedades en relación con los efectos 
del cambio climático sobre las condiciones de trabajo. Las empresas deberán evaluar y 
gestionar los riesgos derivados de fenómenos meteorológicos adversos, temperaturas 
extremas y otras circunstancias ambientales que puedan afectar a la seguridad y salud 
de las personas trabajadoras. Esta medida cobra especial relevancia en sectores como 
la construcción, la agricultura, la logística o los servicios desarrollados al aire libre.

Otro de los pilares de la reforma es el refuerzo de la evaluación de riesgos. El texto 
prevé que las evaluaciones se realicen mediante visitas presenciales a los centros de 
trabajo y que contemplen de forma específica factores ergonómicos, organizativos 
y psicosociales. Con ello se pretende superar enfoques meramente documentales y 
fomentar una prevención más cercana a la realidad de cada actividad empresarial.

La perspectiva de género adquiere igualmente un papel protagonista. El anteproyecto 
exige que las actuaciones preventivas tengan en cuenta las diferencias biológicas 
y sociales que pueden influir en la exposición a los riesgos laborales. Asimismo, se 
incorporan referencias expresas a la edad, al estado de salud y a otras circunstancias 
personales que puedan requerir medidas preventivas adaptadas.

La protección frente a situaciones de violencia y acoso en el entorno laboral también 
se ve reforzada. El texto incluye de forma expresa el acoso sexual, el acoso por razón 
de sexo, el ciberacoso y otras conductas que puedan afectar a la integridad física 
o psicológica de las personas trabajadoras. Además, se contempla la necesidad de 
evaluar los riesgos derivados del uso de algoritmos y sistemas de inteligencia artificial 
en la organización del trabajo.

En materia de vigilancia de la salud, la reforma apuesta por una visión más amplia, 
combinando el seguimiento individual de la salud de cada trabajador con herramientas 
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CONSÚLTANOS

de vigilancia colectiva que permitan detectar tendencias, patologías emergentes y 
factores de riesgo que afecten a grupos de trabajadores.

También se introducen cambios relevantes en la organización preventiva de las 
empresas. Entre ellos destaca la reducción del umbral que obliga a disponer de un 
servicio de prevención propio y la limitación de los supuestos en los que el empresario 
puede asumir personalmente la actividad preventiva. Paralelamente, se crea la figura 
del agente territorial de prevención, concebida como un instrumento de apoyo para 
pequeñas y medianas empresas.

Desde la perspectiva empresarial, la futura reforma supondrá la necesidad de revisar 
evaluaciones de riesgos, protocolos preventivos, planes de formación y sistemas de 
vigilancia de la salud. Especial atención requerirá la gestión de los riesgos psicosociales 
y climáticos, ámbitos que previsiblemente concentrarán buena parte de las actuaciones 
inspectoras en los próximos años.

Aunque el texto todavía debe superar la fase de tramitación parlamentaria antes de 
su aprobación definitiva, todo apunta a que las organizaciones deberán prepararse 
para un modelo preventivo más exigente, transversal y adaptado a los nuevos 
desafíos del mercado laboral. La prevención de riesgos laborales deja así de centrarse 
exclusivamente en la seguridad física para convertirse en una herramienta integral de 
protección de la salud y bienestar de las personas trabajadoras.

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Deben abonarse los salarios de 
tramitación en importe bruto o con 
retenciones y deducciones?

La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, en sentencia de seis de mayo de 2026, 
resuelve un recurso de casación para la unificación de doctrina en el que se debate 
si los salarios de tramitación reconocidos a una trabajadora tras un procedimiento de 
despido deben abonarse en importe íntegro (bruto) o si, por el contrario, procede 
practicar previamente las correspondientes retenciones por IRPF y las deducciones 
por cotizaciones a la Seguridad Social.

La controversia surge después de que el TSJ de Canarias reconociera a la trabajadora 
una cantidad en concepto de salarios de tramitación sin aplicar dichos descuentos. 
Frente a ello, la entidad empleadora interpuso recurso de casación para la unificación 
de doctrina.

El Alto Tribunal estima el recurso y reitera su doctrina consolidada, recordando que los 
salarios de tramitación tienen naturaleza salarial y, por tanto, están sujetos a las mismas 
obligaciones fiscales y de cotización que cualquier salario ordinario. En consecuencia, 
cuando se produzca su abono deben practicarse las retenciones y deducciones 
legalmente exigibles.

La sentencia destaca que la ejecución de una resolución judicial no puede agravar la 
posición económica del empleador obligándole a asumir cantidades que legalmente 
corresponden al trabajador. Si no se efectuaran las retenciones y descuentos 
obligatorios, el empresario seguiría siendo responsable frente a la Administración 
Tributaria y a la Tesorería General de la Seguridad Social por importes que debieron ser 
detraídos del salario, generándose además posibles recargos, intereses y sanciones.

Asimismo, el Alto Tribunal precisa que esta obligación subsiste con independencia 
del momento en que se materialice el pago de los salarios de tramitación, ya sea en 
ejecución de sentencia, en ejecución de un acuerdo alcanzado en conciliación judicial 
o mediante cualquier otro mecanismo procesal.

Por todo ello, el Tribunal Supremo casa y anula la sentencia del TSJ de Canarias 
y confirma la resolución de instancia, declarando procedente la práctica de las 
retenciones de IRPF y de las deducciones correspondientes a la cuota obrera de la 
Seguridad Social sobre los salarios de tramitación reconocidos a la trabajadora.

La sentencia enfatiza y reafirma que los salarios de tramitación son retribuciones 
sujetas a las obligaciones legales de deducción y aportación en concepto de IRPF y 
Seguridad Social, incluso cuando su abono se produce mediante acuerdo o ejecución 
judicial, consolidando la doctrina según la cual los pagos judiciales deben respetar las 
cargas fiscales y de Seguridad Social para evitar responsables y mantener la equidad 
entre las partes.

LLÁMANOS

https://llanaconsultores.com/contacto/
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¿Puede reclamarse una diferencia 
salarial por realizar funciones 
comunes dentro del mismo grupo 
profesional?
La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en sentencia 
del pasado ocho de mayo, estima el recurso interpuesto por RENFE Fabricación y 
Mantenimiento, S.A. y revoca la sentencia de instancia que había reconocido a un 
trabajador el derecho a percibir diferencias salariales derivadas del desempeño de 
funciones supuestamente correspondientes a una categoría superior.

El trabajador ingresó en la empresa en enero de 2021 como operador de ingreso 
(N6) y desde entonces desarrolló funciones propias del operador de mantenimiento y 
fabricación con formación técnica de vehículos (N1), reclamando diferencias salariales 
correspondientes a dicho grupo superior para el periodo enero 2021-septiembre 2024, 
basándose en que realizaba funciones de categoría superior sin el reconocimiento 
salarial correspondiente según la empresa, la clasificación y promoción están reguladas 
por convenio colectivo y un plan de empleo de la empresa que establece periodos 
mínimos de permanencia y capacitación para el ascenso dentro del grupo profesional 
operativo, con funciones comunes entre subgrupos.

El Tribunal rechaza esta pretensión al considerar que no se trata de un supuesto 
de movilidad funcional ascendente regulado en el artículo 39.3 del Estatuto de los 
Trabajadores, sino de la aplicación del sistema de clasificación y promoción profesional 
pactado convencionalmente en la empresa. Dicho sistema establece una progresión 
automática entre distintos subniveles profesionales basada en la permanencia, la 
experiencia adquirida y la capacitación formativa, aunque las funciones desarrolladas 
sean sustancialmente comunes dentro del mismo grupo profesional.

La sentencia destaca que la diferencia salarial encuentra una justificación objetiva 
en la mayor experiencia, capacitación práctica y autonomía que se presume en los 
trabajadores con mayor antigüedad y recorrido profesional. Por ello, entiende que no 
existe ni enriquecimiento injusto por parte de la empresa ni una doble escala salarial 
ilícita, ya que todos los trabajadores están sometidos al mismo itinerario de promoción.

En consecuencia, el TSJ concluye que la realización de funciones similares dentro del 
mismo grupo profesional no basta para reclamar la retribución correspondiente a un 
subnivel superior cuando el convenio colectivo ha establecido un sistema específico 
de progresión profesional basado en la experiencia y el tiempo de permanencia.

Esta sentencia destaca la aplicación del sistema convencional de clasificación y 
promoción profesional como norma vinculante que regula la progresión salarial y 
funcional dentro de un mismo grupo profesional, sancionando la improcedencia de 
reclamar diferencias salariales inmediatas por funciones más elevadas si el convenio 
prevé un recorrido formativo y temporal para los ascensos, reafirmando la necesidad 
de respetar la estructura convencional frente a interpretaciones basadas únicamente 
en la realización de funciones.
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Ámbito funcional Tipo Boletín

Comercio de flores y plantas Revisión salarial BOE 18/04/2026

Salas de fiesta, baile, discotecas, locales de 
ocio y espectáculos

Revisión salarial BOE 18/04/2026

Reforma juvenil y protección de menores (Ga-
licia)

Acuerdo retri-
butivo

BOE 22/04/2026

Mantenimiento y conservación de instalaciones 
acuáticas

Revisión salarial BOE 24/04/2026

Reforma juvenil y protección de menores (Ma-
drid)

Corrección de 
errores

BOE 24/04/2026

Industrias de ferralla Corrección de 
errores

BOE 01/05/2026

Industrias de ferralla Revisión salarial BOE 01/05/2026

Aparcamientos y garajes Revisión salarial BOE  01/05/2026

Grandes almacenes Acuerdo sala-
rial

BOE 02/05/2026

Conservas, semiconservas, salazones, ahuma-
dos, cocidos, secados, preparaciones, semi-
transformados y productos conservados de 
pescados y mariscos

Convenio 
colectivo

BOE 02/05/2026

Empresas organizadoras del juego del bingo Convenio 
colectivo

BOE 09/05/2026

Convenios Colectivos

Convenios Colectivos Interprovinciales publicados entre el 
16 de MAYO y el 15 de JUNIO de 2026
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Convenios Colectivos de ámbito Provincial y Autonómico 
publicados entre el 16 de MAYO y el 15 de JUNIO de 2026.

Territorio Ámbito funcional Tipo Boletín Fecha

A Coruña Carpintería y ebanistería Revisión 
salarial

BOP 19/05/2026

A Coruña Industrias de rematantes y aserraderos 
de madera

Convenio 
colectivo

BOP 20/05/2026

Asturias Montajes y empresas auxiliares Convenio 
colectivo

BOPA 19/05/2026

Asturias Comercio en general Convenio 
colectivo

BOPA 20/05/2026

Burgos Derivados del cemento. Revisión salarial 
2025.

Revisión 
salarial

BOP 29/05/2026

Burgos Derivados del cemento. Revisión salarial 
2026.

Revisión 
salarial

BOP 29/05/2026

Cantabria Empleados de fincas urbanas Convenio 
colectivo

BOCA 18/05/2026

Cantabria Comercio de carnicerías y charcuterías Revisión 
salarial

BOCA 20/05/2026

Cantabria Establecimientos sanitarios privados de 
hospitalización

Convenio 
colectivo

BOCA 10/06/2026

Galicia Residencias privadas de personas de 
edad

Revisión 
salarial

DOG 05/06/2026

La Rioja Oficinas y despachos Extensión BOR 29/05/2026

Lugo Comercio textil Convenio 
colectivo

BOP 22/05/2026

Madrid Hospedaje Convenio 
colectivo

BOCM 23/05/2026
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Madrid Transporte de viajeros por carretera de 
los servicios discrecionales y turísticos, 
regulares temporales y regulares de uso 
especial

Convenio 
colectivo

BOCM 30/05/2026

Madrid Actores y actrices Acuerdo BOCM 06/06/2026

Madrid Derivados del cemento Convenio 
colectivo

BOCM 13/06/2026

Madrid Espacios escénicos Revisión 
salarial

BOCM 13/06/2026

Madrid Transporte sanitario de enfermos y acci-
dentados en ambulancia

Acuerdo BOCM 13/06/2026

Ourense Industrias vitivinícolas, alcoholeras y 
sidreras

Convenio 
colectivo

BOP 02/06/2026

Valladolid Sector artesanal de pastelería, bollería, 
repostería y platos precocinados

Convenio 
colectivo

BOP 02/06/2026

Valladolid Industrias de la madera Revisión 
salarial

BOP 10/06/2026

Zamora Comercio alimentación Acuerdo BOP 15/06/2026
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¿Qué es la incongruencia “citra peti-
ta” y cuándo puede recurrirse en ca-
sación?

La reciente sentencia 873/2026, de 4 de junio, de la Sala Primera del Tribunal Supre-
mo aborda una interesante cuestión procesal, relacionada con eso que se denomina 
“congruencia”. La pregunta, más en concreto, es la siguiente: ¿una interpretación 
equivocada del objeto del litigio por parte del tribunal de instancia constituye una 
incongruencia citra petita directamente recurrible en casación, sin necesidad de pasar 
antes por el complemento de sentencia?

Pero empecemos por el principio. El conflicto enfrentaba a D.ª Adela y D. Alberto, 
propietarios de dos fincas rústicas, con D. Jenaro, que las venía cultivando desde 2013 
sin contrato escrito. Según los demandantes, en 2017 habían alcanzado un acuerdo 
verbal para que el arrendatario abandonara las tierras tras la cosecha de 2018, pero 
aquél incumplió el pacto y, además, dejó de pagar las rentas correspondientes.

Ante esta situación, los propietarios presentaron una demanda de juicio verbal de 
desahucio de finca rústica, invocando simultáneamente dos causas distintas: la expi-
ración del plazo pactado y el impago de rentas. El procedimiento sufrió un recorrido 
especialmente accidentado: la demanda se presentó en abril de 2019, pero la vista no 
se celebró hasta abril de 2024, debido a sucesivas suspensiones (entre ellas, la nece-
sidad de esperar a unos expedientes de consignación de rentas que el demandado 
había promovido en otro juzgado) y a un periodo de archivo provisional solicitado de 
mutuo acuerdo por las partes.

Ahora bien, el problema jurídico que finalmente se suscitó fue este: en esa demanda, 
¿qué habían pedido realmente los demandantes? Tanto el juzgado como la Audiencia 
Provincial de Granada desestimaron la demanda, pero por una vía interpretativa que 
acabo siendo decisiva. La Audiencia entendió que la única acción ejercitada era la de 
desahucio por expiración del plazo, y que la cuestión del impago de rentas no forma-
ba parte del objeto del proceso. Como consecuencia, ni siquiera entró a valorar si las 
rentas se habían pagado o no, limitándose a descartar que existiera un acuerdo de 
finalización del arrendamiento.

Los demandantes recurrieron en casación alegando como único motivo la infracción 
del art. 218 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), que exige que las sentencias sean 
congruentes con las pretensiones de las partes. A su juicio, la Audiencia había incurri-
do en lo que técnicamente se denomina incongruencia citra petita, esto es, dejar sin 
resolver una pretensión que sí había sido planteada en el proceso.

Al resolver el recurso, el Tribunal Supremo recuerda, en primer término, su consoli-
dada doctrina sobre el deber de congruencia, citando sentencias recientes como la 
135/2025, la 42/2026 y la 383/2026. Según esta jurisprudencia, una sentencia es in-
congruente cuando concede más de lo pedido (ultra petita), se pronuncia sobre algo 
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no solicitado (extra petita) o deja sin resolver alguna pretensión sin que ese silencio 
pueda interpretarse como una desestimación tácita (citra petita). Por el contrario, con-
ceder menos de lo pedido (infra petitum) no constituye, por sí mismo, una infracción.

El Supremo subraya además la dimensión constitucional de este principio: cuando un 
tribunal se aparta de los términos del debate procesal, puede generar indefensión 
a las partes, que no habrían tenido oportunidad de defenderse frente a cuestiones 
que el órgano judicial introduce o ignora por su cuenta, lesionando así el art. 24 de la 
Constitución.

Aplicando esta doctrina al caso concreto, la Sala concluye que, aunque la demanda 
podría haberse redactado con mayor claridad, no existían dudas razonables de que 
los demandantes habían ejercitado dos acciones acumuladas: la de expiración del 
plazo y la de falta de pago. Varios datos lo confirmaban: el propio demandado había 
contestado a la demanda negando los hechos de ambas acciones sin alegar defec-
to alguno en su planteamiento; el juzgador de la primera instancia había advertido 
expresamente en la vista que resolvería sobre todas las cuestiones planteadas; y la 
necesidad de esperar a los expedientes de consignación de rentas demostraba que el 
impago era una cuestión central del litigio. Incluso el propio recurso de apelación de 
los demandantes impugnaba la desestimación de ambas acciones.

Por todo ello, el Tribunal Supremo declara que la Audiencia Provincial incurrió en una 
incongruencia citra petita, ya que no se trataba de una simple omisión susceptible 
de corregirse mediante un auto de complemento de sentencia (art. 215 LEC), sino de 
una negativa expresa a resolver sobre una acción que sí formaba parte del objeto del 
proceso.

Como consecuencia de ello, se anula la sentencia de la Audiencia Provincial de Gra-
nada en lo relativo a la acción de desahucio por falta de pago —que había quedado 
imprejuzgada— y devuelve las actuaciones a dicho tribunal para que se pronuncie 
sobre esa cuestión pendiente.

En Llana Consultores disponemos de un área de asesoría jurídi-
co-mercantil que te ayudará en lo que necesites. No te quedes 
con la duda.

LLÁMANOS
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